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RECURSO DE REVISIÓN  148/2018-1

COMISIONADO PONENTE: 

MTRO. ALEJANDRO LAFUENTE TORRES

MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

sujeto OBLIGADO:

secretaria general de gobierno. 

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 17 diecisiete de abril de 2018 dos mil dieciocho. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con el folio 00131918, el 05 cinco de marzo de 2018 dos mil dieciocho la SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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SOLICITO AL GOBERNADOR EN SU CARÁCTER DE PRESIDENTE DEL CONSEJO DE DESARROLLO ECONÓMICO METROPOLITANO, O EN SU DEFECTO A QUIEN FUNJA CON TAL CARÁCTER, LA SIGUIENTE INFORMACIÓN:

SOLICITO LOS DOCUMENTOS EN LOS QUE CONSTE LA INFORMACIÓN DE LOS AÑOS 2015, 2016, 2018, REFERENTE A:

?
REGLAS DE OPERACIÓN DEL FONDO METROPOLITANO.

?
LA INFORMACIÓN TÉCNICA, LOS ACUERDOS Y RESULTADOS ALCANZADOS DE LOS ESTUDIOS, PLANES, EVALUACIONES, PROGRAMAS, PROYECTOS, ACCIONES, OBRAS DE INFRAESTRUCTURA Y SU EQUIPAMIENTO APOYADOS CON RECURSOS DEL FONDO METROPOLITANO.

?
LAS MODIFICACIONES  A LA CARTERA DE PROGRAMAS Y PROYECTOS, LA ASIGNACIÓN DE ECONOMÍAS Y RENDIMIENTOS FINANCIEROS O SU EQUIVALENTE, REFERENTE AL FONDO METROPOLITANO Y EN ESPECIAL AL QUE INCLUYE EL PROYECTO METROBÚS PARA LA CAPITAL POTOSINA Y/O PROYECTO EJECUTIVO DEL 1ER CORREDOR DE TRANSPORTE MASIVO CON AUTOBUSES RÁPIDOS TRONCALES DE LA ZONA METROPOLITANA DE SAN LUIS POTOSÍ.

?
LA INFORMACIÓN EN LA QUE SE AUTORIZA LA ASIGNACIÓN DE RECURSOS DEL FONDO METROPOLITANO, Y QUE DEBIÓ DE SER ENVIADA A LA CÁMARA DE DIPUTADOS.

SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 02 dos de marzo de 2018 dos mil dieciocho el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue
:
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En razón de las facultades y atribuciones que le fueron otorgadas a la Secretaría General de Gobierno a través del Artículo 32 de la Ley Organica de la Administración Pública del Estado; sin embargo se le hace de conocimiento que la dependencia que pudiera atender su solicitud es la Secretaría de Desarrollo Urbano, Vivienda y Obras Publicas.
TERCERO. Interposición del recurso. El 05 cinco de marzo de 2018 dos mil dieciocho, mediante registro RR00006818 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta del punto anterior, mismo que quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, el mismo día.
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 06 seis de marzo de 2018 dos mil dieciocho la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia del MTRO. Alejandro Lafuente Torres por lo que se le mandó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 09 nueve de marzo de 2018 dos mil dieciocho el Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-148/2018-1 
· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados al GOBIERNO DEL ESTADO a través de la SECRETARIA GENERAL por conducto de su TITULAR de su TITULAR de la UNIDAD DE TRANSPARENCIA.
· Se le tuvo al recurrente por señalada dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo, en ese auto la ponente expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Su contenido, calidad y si se cuenta en la modalidad solicitada.

· Si los documentos en los que conste la información -entendiendo documento como se establece en el artículo 3 fracción XIII de la Ley de Transparencia-, se encuentran en sus archivos.

· Si tiene la obligación de generar, o bien obtuvo, posee, transforma o mantiene en posesión la información solicitada; y para el caso que manifieste no contar la obligación de generar o poseerla, deberá fundar y motivar las circunstancias que acrediten tal circunstancia.

· Las características físicas de los documentos en los que conste la información.

· Si se encuentra en bases de datos según lo establecido en el artículo 150 de la Ley de Transparencia.

· Si se actualiza algún supuesto de excepción de derecho de acceso a la información, y para efecto deberá fundar y motivar su dicho y apegarse a lo establecido en el artículo 160 de la Ley de Transparencia.

· En caso de que la información actualice algún supuesto de reserva, deberá agregar al informe solicitado la citada información de conformidad con lo establecido en el artículo 172 de la Ley de Transparencia.

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Por otra parte, el ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para que remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

Por último, hizo saber al recurrente que tenía expedito su derecho para oponerse a la publicación de sus datos personales.

SEXTO. Informe de los sujetos obligados. Por proveído del 03 tres de abril de 2018 dos mil dieciocho el ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido el oficio SGG/UT/138/2018, firmado por el TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma sus alegaciones.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por ofrecidas las pruebas de su intención.


Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho convino.

Para concluir, el ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 
TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiera deparar perjuicio.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 02 dos de marzo de 2018 dos mil dieciocho el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.
· Así, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 05 cinco de marzo al 26 veintiséis de marzo de 2018 dos mil dieciocho. 
· Se deben de descontar por ser inhábiles los días, 10 diez, 11 once, 17 diecisiete, 18 dieciocho, 19 diecinueve, 24 veinticuatro, 25 veinticinco de marzo.

· Consecuentemente si el 05 cinco de marzo de 2018 dos mil dieciocho el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama sujeto obligado en virtud de que el TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado así lo reconoció en el informe que rindió ante esta Comisión de Transparencia.


Lo mismo sucede para el TITULAR del sujeto obligado, es decir, se le tiene por cierto lo que se le reclama en virtud de que la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida en la Plataforma Nacional de Transparencia a ese sujeto obligado que aquél representa. 


SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.

SÉPTIMO. Estudio de los agravios.  

          7.1. Agravio. El recurrente expresó como agravios:

NO SE ME DA LA RESPUESTA QUE SOLICITÉ, DEBE DE CONTAR CON ELLA DEBIDO A QUE EL GOBERNADOR FORMA PARTE DEL CONSEJO Y POR ENDE ES SUJETO OBLIGADO, ADEMAS CONSIDERO QU ENO FUERON ATENDIDOS LOS EXTREMOS PARA PODER DECIR QUE NO LE COMPETE YA QUE NO FUE PASADO POR EL COMITÉ DE TRANSPARENCIA ALGO QUE ME DE CERTEZA JURÍDICA DE QUE SE REALIZÓ UNA BUSQUEDA EXHAHUSTIVA DE LA INFORMACIÓN. 
7.1.1. Agravio esencialmente fundado. 
Como se adelanta, el agravio del recurrente es esencialmente fundado toda vez que la respuesta otorgada por el sujeto obligado, carece de forma para determinar fehacientemente sin lugar a dudas, la incompetencia del sujeto obligado: 
La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado señala que los sujetos obligados tienen la obligación de contribuir al cumplimiento de los objetivos de la referida Ley, y para ello entre otras obligaciones deberán entregar la información solicitada, esto tiene fundamento en el artículo 24, fracción VIII:

ARTÍCULO 24. Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, los sujetos obligados deberán cumplir con las obligaciones siguientes, según corresponda, de acuerdo a su naturaleza:

[…]

VIII. Atender en términos de lo dispuesto en la presente Ley, los requerimientos, observaciones, lineamientos, recomendaciones y en lo conducente los criterios que, en materia de transparencia y acceso a la información, realice la CEGAIP y el Sistema Nacional;

 […]

Por lo anterior, el sujeto obligado debe ser exhaustivo en las respuestas que otorgue, y apegarse a los procedimientos que establece la propia Ley. En la especie el sujeto obligado advirtió que no era competente para atender la solicitud de información y por ello debió ceñir su actuar conforme lo que establece la Ley de Transparencia, a saber:

ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.
ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

ARTÍCULO 52. Cada Comité de Transparencia tendrá las siguientes funciones:

[…]

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados;
[…]
ARTÍCULO 153. Las Unidades de Transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.

ARTÍCULO 158. Cuando las Unidades de Transparencia determinen la notoria incompetencia por parte de los sujetos obligados, dentro del ámbito de su aplicación, para atender la solicitud de acceso a la información, deberán comunicarlo al solicitante, dentro de los tres días posteriores a la recepción de la solicitud y, en caso de poderlo determinar, señalar al solicitante el o los sujetos obligados competentes.

Si los sujetos obligados son competentes para atender parcialmente la solicitud de acceso a la información, deberá dar respuesta respecto de dicha parte. Respecto de la información sobre la cual es incompetente se procederá conforme lo señala el párrafo anterior.

De los artículos transcritos se tiene que:

· Se presume que la información existe, si se refiere a las facultades y atribuciones de los sujetos obligados, ante esta presunción corresponde al propio sujeto obligado demostrar que no posee o genera la información.
· Que la negativa de acceso a la información debe ser debidamente fundada y motivada, además como ya se dijo los sujetos obligados deberán demostrar que la información no se refiere a sus facultades y atribuciones.

· La unidad de transparencia es el órgano especializado en la materia, responsable de efectuar el primer análisis de competencia y turnarlo a las áreas competentes.

· En caso, de establecer que el sujeto es notoriamente incompetente, entonces deberá turnar el asunto al Comité de Transparencia quien determinará lo conducente, por ser el órgano facultado para ello.

· La unidad de transparencia deberá comunicar la incompetencia del sujeto obligado dentro de los 3 días siguientes a la recepción de la solicitud de información.
Circunstancias, que no fueron del todo observadas por el sujeto obligado, en primer lugar, porque el sujeto obligado debió de hacer hincapié de los preceptos legales y expresar los hechos en los que apoya su contestación; si bien es cierto, en la respuesta se menciona que ordenamiento jurídico contiene las facultades y atribuciones con las que cuenta el sujeto obligado, no es suficiente para colmar los conceptos de fundamentación y motivación, lo anterior, de acuerdo con la jurisprudencia 209986. I. 4o. P. 56 P. Tribunales Colegiados de Circuito. Octava Época. Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIV, Noviembre de 1994, Pág. 450, misma a la que se adhiere esta Comisión con fundamento en el artículo 7° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado
, la cual dice lo siguiente:
“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, CONCEPTO DE. La garantía de legalidad consagrada en el artículo 16 de nuestra Carta Magna, establece que todo acto de autoridad precisa encontrarse debidamente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero la obligación de la autoridad que lo emite, para citar los preceptos legales, sustantivos y adjetivos, en que se apoye la determinación adoptada; y por lo segundo, que exprese una serie de razonamientos lógico-jurídicos sobre el por qué consideró que el caso concreto se ajusta a la hipótesis normativa.

 En la misma tesitura y para robustecer lo ya mencionado, se inserta la jurisprudencia 175931. I.3o.C.532 C. Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Febrero de 2006, Pág. 1816, que a la letra dice:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo.”

Como consecuencia, el sujeto obligado no logra acreditar que atendió a cabalidad la solicitud de información, puesto que pese que cito el texto legal en el que apoya su contestación, no expresa las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica, circunstancia que en el caso, también implica que debe demostrar fehacientemente que la información no corresponde con sus facultades y atribuciones, por lo que citar la norma lis ay llanamente no constituye la carga que impone la Ley de la Materia.
Luego entonces, la unidad de transparencia deberá remitirlo al comité de transparencia, confirmar la incompetencia o bien tomar las medidas necesarias para localizar la información.

Finalmente, en caso de confirmar la incompetencia la unidad de transparencia deberá comunicarlo al solicitante dentro del plazo de 3 días contados a partir de la presentación de la solicitud de información. 

El estudio anterior, no significa que esta Comisión de Garantía de Acceso se sustituya en el quehacer del sujeto obligado; por el contrario, con ello cumplirá precisamente la función que le es encomendada, al ordenar al sujeto obligado que finalmente ajuste su respuesta a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, que le imponen el deber de fundar y motivar adecuadamente la respuesta, se perfeccione en forma y fondo la respuesta para brindar de total certeza jurídica al solicitante. 

De ahí lo esencialmente fundado del agravió, por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará en el siguiente punto.

7.2. Sentido y efectos de la resolución.

En las condiciones anotadas y, al haber prosperado el agravio que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica la respuesta proporcionada por el sujeto obligado y, por lo tanto, lo conmina a que emita otra respuesta en la que:
a) Funde y motive adecuadamente su competencia.

b) Se de vista al comité de transparencia y sea este órgano quien confirme, modifique o revoque, sobre la competencia del sujeto obligado.
c) Determine la autoridad competente, oriente al particular y proporcione los datos suficientes para que el particular pueda acudir con la autoridad competente.
7.3. Precisiones de esta resolución.

De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· Normativamente, el sujeto obligado es el que deberá determinar su competencia, y es por ello, que se precisa que el Comité de Transparencia es el facultado para determinar si es competente o no, en ese sentido, en caso de que el Comité de Transparencia determine que es competente para poseer, generar o resguardar la información conforme el artículo 12 de la Ley de la Materia
, entonces tendrá que asegurar todas las medidas necesarias para realizar la búsqueda exhaustiva de la información y entregarla al particular.

7.4. Plazo de diez días para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

7.5. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

7.6. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, se le impondrá las medidas de apremio que corresponda, previstas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  


Medios de impugnación.


Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública mediante la presente resolución se hace del conocimiento a la parte recurrente que en contra de la presente determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la Federación.

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y al recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el último de los nombrados, quienes, en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 140/2018-1 QUE FUE INTERPUESTO EN CONTRA DEL GOBIERNO DEL ESTADO A TRAVÉS DE LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 17 DIECISIETE DE ABRIL DE 2018 DOS MIL DIECIOCHO.
jlV.R
� Visible en la foja 3 de autos.


� Visible de foja 4 a 6 de autos.


� ARTÍCULO 7°. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley.


En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.


Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia.


Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.





� ARTÍCULO 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley; la Ley General; así como demás normas aplicables.








